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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO DÉCIMO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO  

 

Bogotá, D.C., dieciséis (16) de junio de dos mil veintitrés (2023). 

Radicación:          Tutela 11001-31-07-010-2023-00086 00 

Accionante           LUIS BERNARDO GUTIÉRREZ OLAYA  

Accionadas          FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A.- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES  

    SOCIALES DEL MAGISTERIO  

Asunto:               ACCIÓN DE TUTELA 1ª INSTANCIA 

Decisión:            NIEGA HECHO SUPERADO 

 

OBJETO 

 

Emitir el pronunciamiento que en derecho corresponda, respecto de la acción de tutela incoada por 

el abogado LUIS BERNARDO GUTIÉRREZ OLAYA, identificado con cédula de ciudadanía número 

12.194.053 y tarjeta profesional N° 119.417 del C.S.J., en nombre propio, contra la FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A., por la presunta violación de su derecho fundamental de petición -Art. 23 C.N.  

 

 

HECHOS Y PRETENSIONES 

 

Aduce el accionante que, con fecha 8 de mayo de 2023, mediante derecho de petición, radicó ante 

la FIDUPREVISORA S.A., solicitud de cumplimiento de fallo ejecutivo para que cancele la 

liquidación del crédito ordenada por el Juzgado Segundo Administrativo Oral del Circuito de 

Valledupar.   

 

Destaca que, la fecha de interposición de esta acción constitucional no ha obtenido respuesta alguna 

respecto del trámite prestacional, no obstante haber transcurrido el término que consagra el artículo 

23 de la Constitución Política en concordancia con la Ley 797 de 2023 y Ley 1755 de 2015.  
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DERECHOS FUNDAMENTALES PRESUNTAMENTE VULNERADOS 

De acuerdo con el escrito de demanda el abogado LUIS BERNARDO GUTIÉRREZ OLAYA, 

considera vulnerado su derecho fundamental de petición, conforme al artículo 23 de la Carta Política. 

 

 

PRETENSIONES 

 

El actor en tutela depreca del Juez constitucional se ampare su derecho fundamental de PETICIÓN, 

y como consecuencia de ello, ordenar a FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., que dentro de las 

cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia produzca una respuesta con 

relación a la petición radicado el 8 de mayo de 2023. 

 

 

ACTUACIÓN PROCESAL 

 

El 1 de junio del año que avanza, por reparto se recibió escrito de tutela presentado por el ciudadano 

LUIS BERNARDO GUTIÉRREZ OLAYA, identificado con cédula de ciudadanía 12.194.053, motivo 

por el cual en la misma fecha se avocó1 conocimiento de la acción constitucional y se ordenó correr 

traslado del escrito de tutela a la parte demandada a la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., para el 

ejercicio del derecho de defensa y contradicción, librando los oficios respectivos2. 

 

El 6 de junio de dispuso vincular al trámite constitucional al FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 

Respuesta de la entidad accionada 

 

 Fiduciaria la Previsora S.A. – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio  

 

Descorre el traslado la doctora Aidee Johanna Galindo, en su condición de Coordinadora de Tutelas, 

quien informa que la Fiduprevisora S.A., actúa en calidad de vocera y administradora del Patrimonio 

Autónomo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, aclarando que el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio fue creado por la Ley 91 de 1989, como una 

                                                 
1 Documento 6 archivo digital  
2 Documento 8 y siguientes ibídem. 
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cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería 

jurídica cuyos recursos son administrados por FIDUPREVISORA S.A., en virtud de un contrato de 

Fiducia Mercantil contenido en la Escritura Pública No. 0083 del 21 de julio de 1990. 

 

Agrega que, teniendo en cuenta lo anterior y como quiera que FIDUPREVISORA S.A. es una 

sociedad Anónima de Economía Mixta de carácter indirecto del orden nacional, sometida al régimen 

de empresas industriales y comerciales del Estado y en consecuencia no tiene competencia para 

expedir Actos Administrativos, pues esa facultad se la otorga la Ley a las entidades públicas que 

ejercen función pública. (Art 93 Ley 489 de 1998). 

 

Acota que, su objeto social exclusivo es la celebración, realización y ejecución de todas las 

operaciones autorizadas a las sociedades fiduciarias, por normas generales y por normas especiales 

esto es, la realización de los negocios fiduciarios descritos en el Código de Comercio y previstos 

tanto en el Estatuto Orgánico del Sector Financiero como en el Estatuto de la Contratación de la 

Administración Pública. 

 

Y añade que, de acuerdo a lo anterior, FIDUPREVISORA S.A. administra los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-FOMAG, con el fin de que se atienda de manera 

oportuna el pago de las prestaciones sociales del personal docente, previo trámite que debe llevarse 

a cabo en las secretarias de educación. 

 

Esgrime que, en ese sentido, a esa entidad fiduciaria le corresponde velar porque los recursos del 

Fondo del Magisterio se administren correctamente, lo que implica que cualquier erogación debe 

estar correctamente soportada en un acto administrativo conforme a la constitución y la Ley y si los 

mismos adolecen de algún requisito de fondo o de forma, debe devolverlo al funcionario competente 

para que se hagan las correcciones del caso. 

 

Señala que, el accionante interpone acción de tutela con el fin de que se le proteja el derecho 

fundamental de petición y en consecuencia se ordene a la entidad accionada emitir contestación de 

fondo a la solicitud radicada, revisado el aplicativo, se puede constatar que se registra la petición 

bajo el RAD 20231011177122. 

 

Pone de presente que, una vez radicada la presente acción, se procedió a trasladar la petición al 

área encargada, quienes se encuentran validando la información a fin de contestar la petición que 

originó la presente acción constitucional. 
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Resalta que, de conformidad con la Doctrina Constitucional, la cual ha sido enfática en señalar que 

de acuerdo con los parámetros del artículo 86 de la Constitución Política y artículo 6 del Decreto 

2591 de 1991, la acción de tutela resulta improcedente cuando el actor dispone de vías ordinarias 

para la protección de sus derechos, salvo que se acuda a la misma para evitar un perjuicio de 

naturaleza irremediable, tal premisa no es más que resultado de la naturaleza residual y subsidiaria 

con que desde su inicio fue concebido este instrumento de amparo constitucional. 

 

En cuanto al perjuicio irremediable señala que, la misma Corte Constitucional tiene definido que el 

mismo sólo se predica de la concurrencia de varias circunstancias que la estructuran, como “la 

inminencia, que exige medidas inmediatas, la urgencia que tiene el sujeto de derecho pro salir de 

ese perjuicio inminente, la gravedad de los hechos, que hace evidente la impostergabilidad de la 

tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales 

fundamentales”  

 

E indica que, con relación al perjuicio irremediable, es reiterada la Jurisprudencia de la Honorable 

Corte Constitucional, en el sentido que no solo se debe invocar la existencia de un perjuicio 

irremediable, sino que dicho perjuicio debe ser demostrado, hecho que no ocurrió en el caso en 

concreto dado. 

 

Finalmente señala que, con base en lo expuesto FIDUPREVISORA S.A., en calidad de vocera y 

administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio FOMAG no ha incurrido 

en conductas concretas, activas u omisivas que afecten los derechos fundamentales invocados por 

la parte actora. 

 

Por lo que solicita declarar improcedente el amparo constitucional como quiera que no se cuenta con 

el requisito de perjuicio irremediable, sumado a que se están adelantando las gestiones para emitir 

la respuesta de fondo. 

 

 

ACERVO PROBATORIO 

 

1.- Demanda presentada por el accionante LUIS BERNARDO GUTIÉRREZ OLAYA (En 2 folios). 

2.- Copia del derecho de petición presentando ante la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. (en 2 

folios).  

3.- Soporte de radicación de petición ante la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. (En 1 folio).  

4. El 7 de junio de 2023, el doctor LUIS BERNARDO JARAMILLO GUTIERREZ OLAYA, presentó 

memorial ante este Despacho, informando que recibió una comunicación de la entidad accionada el 
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6 de junio de la presente anualidad, aportado copia de la misma y manifestando su inconformidad a 

su contenido por cuanto el Tribunal Administrativo del Cesar  el 10 de marzo de 2022 emitió 

sentencia de segunda instancia, con ponencia del Magistrado José Antonio Aponte Olivella y a 

través de la cual se confirma la sentencia de primer grado (En 2 folios).  

 

 

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 

 

COMPETENCIA  

 

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Nacional, en armonía con los Decretos 2591 de 

1.991, 1382 de 2.000 y 333 de 2021 artículo 1 numeral 2, este despacho es competente para 

conocer la demanda de tutela interpuesta en contra de la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., la cual 

es una sociedad anónima de economía mixta, de carácter indirecto y del orden nacional, sometida al 

régimen de las empresas industriales y comerciales del Estado, vinculada al Ministerio de Hacienda 

y Crédito Público y el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, fue 

creado por la Ley 91 de 1989, como una cuenta especial de la Nación, sin personería Jurídica, con 

independencia patrimonial, contable y estadística, cuyos recursos son manejados por una entidad 

Fiduciaria estatal o de economía mixta. 

 

 

DE LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA Y PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

Legitimación por activa. 

 

Recae sobre el accionante LUIS BERNARDO GUTIERREZ OLAYA, quien es titular del derecho de 

petición invocado como conculcado.  

 

 

Legitimación por pasiva 

 

Los artículos 5º, 13 y 42 del Decreto 2591 de 1991, prevén que la acción de tutela se puede 

promover contra autoridades y contra particulares respecto de quienes el solicitante se halle en 

situación de subordinación e indefensión. De esta forma, este requisito se encuentra acreditado 

puesto que la solicitud de tutela se dirige contra la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. vocera del 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, entidades públicas la 
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primera de ellas de económica mixta del orden nacional y que están legitimadas en la causa por 

pasiva de conformidad con el artículo 1 del Decreto 2591 de 1991. 

 

Esta acción, es un medio con el que cuenta todo individuo sin distingo alguno y puede ser promovida 

por sí mismo o por interpuesta persona y, sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro 

medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable. 

 

Requisito de inmediatez.  

 

Al respecto, se ha precisado que la protección de los derechos fundamentales, vía acción 

constitucional, debe invocarse en un plazo razonable y oportuno contado entre la ocurrencia del 

hecho generador de la transgresión y la interposición del amparo. Lo anterior, en procura del 

principio de seguridad jurídica y de la preservación de la naturaleza propia de la acción de tutela.  

 

Conforme lo expuesto, en este caso, el requisito de inmediatez se encuentra cumplido dado que el 

actor en tutela en término prudente y razonable expusieron ante el juez constitucional el hecho o la 

conducta que encontraron era causa de la vulneración de derechos fundamentales en busca de su 

protección constitucional, por cuanto su derecho de petición data del 8 de mayo de 2023 y la 

solicitud de amparo fue presentada el 1 de junio del año en curso. 

 

Requisito de subsidiariedad. 

 

El artículo 86 de la Carta establece de manera clara que: 

 
“(...) Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, med iante 
un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección 
inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
(...) 
Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (...)”. 

 

Al respecto, a través de la jurisprudencia constitucional se ha advertido, de existir otro medio de 

defensa judicial, el presupuesto de subsidiariedad que rige la acción de tutela debe analizarse en 

cada caso concreto con el fin de determinar la idoneidad y eficacia del referido medio para lograr la 

protección pretendida en el contexto en el que se encuentra el sujeto activo de la acción. 
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Asimismo la Corte Constitucional ha precisado las reglas jurisprudenciales en torno a la 

subsidiariedad de la acción de tutela cuando se debate el cumplimiento de providencias judiciales, 

señalando3: 

 
(…) Subsidiariedad de la acción de tutela para reclamar el cumplimiento de providencias judiciales 

  
4.2.1. Con fundamento en el artículo 86 de la Constitución y el Decreto 2591 de 1991, esta Corporación ha 
sostenido, de manera consistente, que i) la acción de tutela es improcedente cuando el ordenamiento jurídico 
establezca un mecanismo judicial ordinario que le permita al actor reclamar la protección de sus derechos 
fundamentales. Sin embargo, con base en el mismo Texto Constitucional, se ha considerado que la tutela 
procede excepcionalmente cuando la vía ordinaria no asegure una respuesta idónea ni eficaz, de cara a las 
circunstancias particulares en que se encuentra el accionante o, precisamente por tales condiciones, iii) éste 
demande la tutela de sus derechos fundamentales para evitar la consumación de un perjuicio irremediable. 

  
4.2.2. Bajo esta pauta jurisprudencial, debería entenderse que, en principio, cualquier pretensión relacionada 
con el cumplimiento de órdenes judiciales tendrá que declararse improcedente por parte del juez constitucional, 
pues la persona que estime afectados sus derechos con la inobservancia de la decisión cuenta con el proceso 
ejecutivo ante la jurisdicción ordinaria, de acuerdo con lo previsto en los artículos 422 al 445 del Código 
General del Proceso, como en el artículo 297 y subsiguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo. 

  
A través de este mecanismo ordinario, la persona está facultada para reclamar el cumplimiento de cualquier 
obligación que emane de una providencia judicial, siempre que la condena se extraiga con claridad de las 
órdenes y la misma sea exigible frente a un particular o la autoridad pública responsable de la ejecución. Por lo 
que esta vía tendría prevalencia judicial y, por ende, al juez de tutela no le queda otra opción que declararse 
incompetente. 

  
4.2.3. Sin embargo, en oportunidades anteriores, cuando a la Corte Constitucional le ha correspondido analizar 
este escenario jurídico en particular, ha considerado la procedencia excepcional de la acción de tutela para 
reclamar el cumplimiento de una providencia judicial, circunstancia que ha dependido, fundamentalmente, del 
tipo de obligación que el actor reclama, su repercusión en el goce efectivo de los derechos fundamentales 
amparados judicialmente y, por consiguiente, la posibilidad de hacerlos exigibles a través del proceso ejecutivo. 

  
4.2.4. Por ello, en desarrollo de esta línea, la Corte ha distinguido entre obligaciones de hacer y de dar. Esta 
distinción no constituye una simple aclaración de la Corte o un criterio eventual para el juicio de procedibilidad, 
sino que se instituye como un límite a la actuación de juez constitucional, que deberá ceñirse a determinar la 
idoneidad y eficacia del medio ordinario, a partir del tipo de obligación que se exige constitucionalmente. 

  
4.2.5. De esta manera, el Tribunal se ha encargado de desarrollar el alcance de las obligaciones de hacer, 
sosteniendo que es preciso sopesar la idoneidad del medio ordinario. Es decir, valorar la capacidad 
que realmente tiene el juez ordinario para exigirle a la parte vencida el desarrollo de una conducta 
específica ordenada judicialmente. Ello, por cuanto el proceso ejecutivo no propicia las mismas garantías 
respecto de esta clase de obligaciones que frente a otro tipo de condenas, como serían las monetarias. Ante 
esta circunstancia, la jurisprudencia constitucional ha establecido que la acción de tutela resulta procedente 
para exigir el acatamiento de obligaciones de hacer, en los casos que se solicita, por ejemplo: i) el reintegro del 
actor al cargo público que venía desempeñando[26], ii) la nivelación a un puesto equivalente o superior al 
momento del retiro injustificado[27] o, iii) el respeto de los derechos laborales fijados en un convención colectiva, 
que se decidió judicialmente su vigencia[28]. 

  
4.2.6. Contrario a lo anterior, la Corte ha puntualizado que el proceso ejecutivo sí constituye el mecanismo 
idóneo para reclamar obligaciones de dar, especialmente las de contenido económico, pues su naturaleza 
coactiva y el conjunto de medidas fijadas en la legislación, aseguran el cumplimiento de este tipo de condenas, 
ya sea a cargo del demandado, a expensas de otro e, inclusive, por medio del secuestro y entrega de bienes. 
Por ello, esta Corporación se ha negado a declarar la procedencia de la acción de tutela en los eventos que el 
actor pretende: i) el pago de la indemnizaciones ordenadas por la autoridad judicial[29], ii) la entrega de 
intereses moratorios reconocidos judicialmente[30], iii) la cancelación de los salarios dejados de 
percibir[31] y iv) sumas debidas a raíz del reajuste pensional[32]. 

  
4.2.7. De la distinción entre las anteriores obligaciones, se desprende una consecuencia cierta: la procedencia 
de la acción de tutela para exigir el pago de obligaciones económicas deberá valorarse con un sentido más 

                                                 
3 ST 261 de 2018 
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estricto que aquél efectuado sobre otro tipo de condenas, en atención a la idoneidad del proceso ejecutivo para 
asegurar el acatamiento efectivo de la decisión judicial. 

  
4.2.8. Por consiguiente, cuando se pretenda el cumplimiento de una providencia judicial que contiene una 
obligación económica, deberá estudiarse, de manera estricta, la eficacia del proceso ejecutivo. De hecho, para 
la Corte, no basta con que la parte actora señale la afectación de un derecho fundamental, pues sería 
imposible que ante el incumplimiento de una decisión que, en principio le favorecía, no se produzca alguna 
afectación. 

  
A juicio de esta Corporación, lo que debe demostrarse, de forma evidente, es que la inobservancia de la 
decisión judicial causa una afectación cualificada de los derechos al mínimo vital y vida en condiciones dignas 
del actor, que lo releva de acudir a la jurisdicción ordinaria, en vista de lo desproporcionado que sería que la 
persona, en las condiciones en que se encuentra, tenga que esperar la adopción de una nueva decisión judicial 
sobre una controversia ya decidida. (…) 

 

Problema jurídico:  

 

Con base en lo anterior, corresponde al despacho dar solución al siguiente problema jurídico: 

 

1. Determinar si se vulneró el derecho fundamental de petición alegado por el señor LUIS 

BERNARDO GUTIÉRREZ OLAYA, quien adujo que la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., no ha 

dado respuesta de fondo a su solicitud de cumplimiento de sentencia administrativa. 

 

Para la resolución de dicho asunto se analizarán los siguientes tópicos: i) el derecho fundamental de 

petición en general, en materia pensional y aplicado al caso concreto  

 

 Derecho Fundamental de Petición  

 

El demandante LUIS BERNARDO GUTIÉRREZ OLAYA, interpuso la acción al considerar que la 

actuación desplegada por la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. vocera del FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, han vulnerado su derecho fundamental de 

petición, por no haber dado respuesta de fondo a la solicitud radicada el 8 de mayo de 2023, por 

medio del cual solicitó dar cumplimiento a la liquidación y pago de crédito, aprobado mediante 

providencia del 5 de diciembre de 2022, incluido las costas del proceso aprobadas mediante auto del 

4 de mayo de 2023.  

 

Teniendo en cuenta la realidad fáctica y probatoria enunciada, se procede a estudiar si emerge o no 

la vulneración al derecho fundamental de petición reclamado por LUIS BERNARDO GUTIÉRREZ 

OLAYA, el cual se encuentra consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, como: “la 

facultad que tienen todas las personas de acudir ante las autoridades y presentar solicitudes 

respetuosas, de carácter general o particular, para obtener de ellas una pronta y adecuada 

respuesta”. 

 



 
Radicado n°:   TUTELA 2023-00086 
Accionante:     LUIS BERNARDO GUTIÉRREZ OLAYA  
Accionados:    FIDUPREVISORA- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES DEL MAGISTERIO  
Asunto:            FALLO DE TUTELA 1ª INSTANCIA 
 

9 

 

El artículo 14 del Código Contencioso Administrativo señala el término dentro del cual se deben 

resolver las peticiones así: “salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda 

petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción…” 

 

Igualmente, la jurisprudencia constitucional ha reconocido su carácter fundamental en los siguientes 

términos:  

 

"Se trata de uno de los derechos fundamentales cuya efectividad resulta indispensable para el logro de 

los fines esenciales del Estado, particularmente el servicio a la comunidad, la promoción de la 

prosperidad general, la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución 

y la participación de todos en las decisiones que los afectan, así como para asegurar que las 

autoridades cumplan las funciones para las cuales han sido instituidas (artículo 2º C.P.)4" 

 

Como quiera que, en el caso en estudio, se solicita a través del derecho de petición el cumplimiento 

de lo dispuesto en un fallo, lo cual está expresamente establecido en el artículo 192 del Código 

Contencioso Administrativo- Ley 1437-2011, es pertinente remitirnos a dicha disposición, la cual 

señala el término que se tiene para ejecutar las sentencias:  

 

“Cuando la sentencia imponga una condena que no implique el pago o devolución de una cantidad líquida de 

dinero, la autoridad a quien corresponda su ejecución dentro del término de treinta (30) días contados desde su 

comunicación, adoptará las medidas necesarias para su cumplimiento. Las condenas impuestas a entidades 

públicas consistentes en el pago o devolución de una suma de dinero serán cumplidas en un plazo 

máximo de diez (10) meses, contados a partir de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. Para tal efecto, 

el beneficiario deberá presentar la solicitud de pago correspondiente a la entidad obligada. Las cantidades 

líquidas reconocidas en providencias que impongan o liquiden una condena o que aprueben una conciliación 

devengarán intereses moratorios a partir de la ejecutoria de la respectiva sentencia o del auto, según lo 

previsto en este Código. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter condenatorio y contra el mismo 

se interponga el recurso de apelación, el Juez o Magistrado deberá citar a audiencia de conciliación, que 

deberá celebrarse antes de resolver sobre la concesión del recurso. La asistencia a esta audiencia será 

obligatoria. Si el apelante no asiste a la audiencia, se declarará desierto el recurso. Cumplidos tres (3) meses 

desde la ejecutoria de la providencia que imponga o liquide una condena o de la que apruebe una conciliación, 

sin que los beneficiarios hayan acudido ante la entidad responsable para hacerla efectiva, cesará la causación 

de intereses desde entonces hasta cuando se presente la solicitud. En asuntos de carácter laboral, cuando se 

condene al reintegro, si dentro del término de tres (3) meses siguientes a la ejecutoria de la providencia que así 

lo disponga, este no pudiere llevarse a cabo por causas imputables al interesado, en adelante cesará la 

causación de emolumentos de todo tipo. El incumplimiento por parte de las autoridades de las disposiciones 

relacionadas con el reconocimiento y pago de créditos judicialmente reconocidos acarreará las sanciones 

penales, disciplinarias, fiscales y patrimoniales a que haya lugar. Ejecutoriada la sentencia, para su 

cumplimiento, la Secretaría remitirá los oficios correspondientes.” (resaltado por el Juzgado).  

 

Respecto a la procedencia de la acción de tutela para ordenar el cumplimiento de fallos judiciales ha 

señalado el máximo Tribunal Constitucional:  

 

“4.2.3. En oportunidades anteriores, algunas Salas de Revisión de esta Corporación, en especial la Séptima, 

han seguido la línea de protección expuesta. En sus providencias, se les ha ordenado a las entidades 

accionadas cumplir los fallos judiciales, procediendo a la inclusión en nómina de los pensionados, así como al 

                                                 
4Sentencia del 12 de mayo de 1992, M.P José Gregorio Hernández Galindo. 
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pago de las mesadas en aras de garantizar los derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social de 

los accionantes perjudicados5. El fundamento constitucional es que “el derecho pensional no se encuentra 

satisfecho con el mero reconocimiento, sino que es necesaria la inclusión en nómina y que el pago 

efectivamente empiece a realizarse, pues de lo contrario, será el pensionado quien además de adelantar todos 

los trámites dispendiosos para obtener a su favor un reconocimiento, deberá soportar las continuas 

negligencias administrativas, o lo que es peor, otro largo proceso laboral para que su derecho se materialice”6. 

 

4.3. La acción de tutela es improcedente para solicitar la ejecución del fallo administrativo frente a las sumas 

de dinero reconocidas que no tengan por virtud proteger el derecho fundamental al mínimo vital de la señora 

Laura Victoria 

 

4.3.1. Como quedó expuesto en el acápite anterior, la acción de tutela es procedente para obtener el 

cumplimiento de sentencias que generan obligaciones de dar, por ejemplo, una prestación económica en la 

medida en que resulte necesaria para contrarrestar la vulneración del mínimo vital y seguridad social de los 

peticionarios. Sin embargo, no es la vía adecuada para solicitar la ejecución de este tipo de fallos y obtener la 

entrega de sumas de dinero reconocidas que no tengan por virtud proteger estos derechos, pues para tal 

efecto existe el proceso ejecutivo. La jurisprudencia constitucional ha señalado que no es posible suplantar ni 

reemplazar los mecanismos ordinarios de defensa para obtener un reconocimiento económico que excede los 

contenidos básicos de una subsistencia digna, a menos que se requiera acudir a la acción constitucional para 

evitar un perjuicio irremediable7.  

                                                 
5 En la sentencia T-440 de 2010 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), el accionante presentó una petición para que se diera cumplimiento a un fallo  
ordinario laboral que había ordenado al ISS pagarle la pensión de vejez. La entidad se negó a hacerlo por lo que acudió al mecanismo de amparo en 
procura de obtener la protección de sus derechos fundamentales. Según los hechos de la tutela, el peticionario contaba con más de sesenta (60) años 
de edad, era padre cabeza de familia y se encontraba desempleado. A pesar de no haberse acudido previamente al proceso ejecutivo, la Sala Séptima 
de Revisión concedió el amparo y ordenó incluirlo en la nómina pensional y cancelarle la totalidad de las mesadas pensionales adeudadas. En su 
criterio, “en el caso bajo estudio, el derecho reconocido mediante sentencia judicial al accionante y su calidad como sujeto de especial protección –por 
ser adulto mayor- revelan la falta de idoneidad del mecanismo judicial antes mencionado, teniendo en cuenta que someterlo a un nuevo proceso, 
quebrantaría directamente su derecho fundamental al mínimo vital, puesto que por su avanzada edad, depende solamente del ingreso que le genera la 
mesada pensional que aún no logra disfrutar”. Más adelante, en la sentencia T-657 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; AV Humberto Antonio 
Sierra Porto), la misma Sala de Revisión reiteró la postura de protección anterior. En esta ocasión se conoció de una solicitud de amparo donde se 
requería el cumplimiento de un fallo proferido al interior de un proceso ordinario laboral que reconocía a favor del accionante una pensión de invalidez. 
De acuerdo con la situación fáctica del caso, después de tres (3) meses de proferida la decisión el ISS no había procedido a su ejecución por lo que se 
presentó solicitud en tal sentido. Dicha petición no fue resuelta por la entidad accionada, acudiéndose entonces al mecanismo constitucional para la 
salvaguarda de los derechos fundamentales. En esta ocasión se encontró que aunque existían medios idóneos para hacer efectiva la providencia 
judicial, en el caso concreto la acción de tutela se convertía en la vía adecuada para tal fin, pues (i) la autoridad competente había sido renuente a su 
cumplimiento; (ii) dicha actuación había comprometido el goce del debido proceso, acceso a la administración de justicia y mínimo vital del tutelante 
quien (iii) ya se había sometido a un proceso ordinario y desde el dos mil siete (2007) había cumplido los requisitos para acceder a la prestación. Por 
ello, exigirle acudir al proceso ejecutivo era una carga adicional que no debía soportar. Con fundamento en ello, se ordenó incluirlo en la nómina 
pensional y cancelarle la totalidad de las mesadas pensionales adeudadas. En la sentencia T-441 de 2013 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub) se 
analizaron varias acciones de tutela acumuladas, en las que entidades encargadas de administrar fondos de pensiones se negaban a dar cumplimiento 
a fallos judiciales que ordenaban en la mayoría de los casos el reconocimiento y pago de una pensión de vejez. Según los hechos de los casos, a 
pesar del requerimiento de los usuarios para que se hicieran efectivos los derechos reconocidos en las decisiones, las respuestas eran evasivas y 
negativas, circunstancia que afectaba las condiciones de existencia de los reclamantes, quienes eran personas de avanzada edad, en un estado de 
salud precario y sin recursos suficientes. Dentro de sus argumentos, la Sala Séptima recordó que el debido acatamiento de providencias judiciales 
constituía una de las principales garantías en un Estado Social de derecho, de ahí que su incumplimiento, en muchas ocasiones, por inconvenientes 
de carácter administrativo, afectaba de manera considerable el goce efectivo de la seguridad social y mínimo vital de los ciudadanos. Con fundamento 
en ello y tras constatar la omisión de las autoridades se ordenó el reconocimiento y pago de las prestaciones ordenadas judicialmente. Recientemente 
en la sentencia T-216 de 2015 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; AV Gloria Stella Ortiz Delgado), la Sala Cuarta de Revisión estudió el caso de 
una ciudadana que invocaba la protección de sus derechos fundamentales ante la negativa de Colpensiones a cumplir las órdenes dadas por un juez 
ordinario laboral en las que condenaba al reconocimiento y pago de una pensión de sobrevivientes. Según la accionante, había transcurrido más de un 
(1) año de proferirse la sentencia condenatoria y más de cuatro (4) meses de solicitar la inclusión en nómina, sin un resultado satisfactorio. Este hecho 
había afectado su condición económica actual, pues no contaba con recursos económicos suficientes, siendo la pensión que reclamaba su único 
ingreso probable. La Sala consideró que la acción constitucional era el mecanismo procedente para obtener el cumplimiento de la sentencia, pues 
estaban de por medio derechos fundamentales como el mínimo vital y la seguridad social de una persona que llevaba más de cinco (5) años tratando 
de obtener el reconocimiento de una prestación social y había desplegado una actividad judicial diligente tendiente a ello. En razón de lo anterior, se le 
ordenó a la entidad accionada incluir en nómina a la tutelante y a su hija e iniciar el pago de las mesadas pensionales adeudadas desde marzo de dos 
mil catorce (2014). Para mayor información, consultar el pie de página 66.  
6 Sentencia T-720 de 2002 (MP Alfredo Beltrán Sierra). En esta ocasión, la Sala Segunda de Revisión consideró que el ISS vulneró el derecho 
fundamental al mínimo vital de la accionante por cuanto pese a haber sido reconocido mediante sentencia judicial el pago de su pensión de 
sobrevivientes, la entidad no hizo efectivo el derecho y no la incluyó en la nómina de pensionados.  
7 La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que la acción de tutela no es el mecanismo adecuado para reclamar el reconocimiento y pago 
efectivo de prestaciones u obligaciones dinerarias o patrimoniales cuantiosas, pues se estaría desnaturalizando por completo la razón de ser de la 
misma. El mecanismo de amparo, en tanto que institución de protección de los derechos fundamentales, no puede ser objeto de este tipo de 
pretensiones que son por su naturaleza materia del conocimiento de la jurisdicción ordinaria. El fundamento constitucional de esta postura es que el 
derecho de los ciudadanos de acceder a la administración de justicia, y en particular a acciones de especial naturaleza como la tutela, supone la 
obligación de hacer uso responsable de ella con fundamento en el artículo 95 superior. Así lo ha reiterado la Corte desde sus inicios en la sentencia T-
001 de 1992 (MP José Gregorio Hernández Galindo) al señalar que: “la acción de tutela no ha sido consagrada para provocar la iniciación de procesos 
alternativos o sustitutivos de los ordinarios, o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni 
para crear instancias adicionales a las existentes, ni para otorgar a los litigantes la opción de rescatar pleitos ya perdidos, sino que tiene el propósito 
claro y definido, estricto y específico, que el propio artículo 86 de la Constitución indica, que no es otro diferente que brindar a la persona protección 
inmediata y subsidiaria para asegurarle el respeto efectivo de los derechos fundamentales que la Carta reconoce”. Ahora bien, en algunos casos 
excepcionales ha procedido frente a estos supuestos el amparo como mecanismo transitorio no porque la tutela sea la vía adecuada para estos 
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Cuando se concede una acción de tutela como mecanismo transitorio para impedir un perjuicio irremediable, la 

protección concedida debe guardar proporción respecto del perjuicio que se busca evitar. De esta manera, 

“cuando no se ordena lo necesario para evitar el perjuicio, la tutela resulta ser ineficaz. Pero cuando se da una 

orden que excede lo requerido, tal como a todas luces sucede en el caso que se revisa, la acción de tutela 

pierde su naturaleza de mecanismo excepcional y expedito de protección de los derechos fundamentales –lo 

cual contraviene su consagración constitucional– para convertirse en una acción comodín para reconocer 

deudas, fijar su monto y luego cobrarlas, todo por la misma vía, sin reparar en que existen vías judiciales 

alternativas idóneas para ello”8.9 

 

Respecto al cumplimiento de providencias judiciales, ha decantado el máximo Tribunal Constitucional 

en Jurisprudencia reciente:  

 

“El deber de cumplimiento de las providencias judiciales como componente del derecho fundamental al acceso a 

la administración de justicia y al debido proceso 

 

El artículo 229 de la Constitución Política establece que el derecho de acceso a la justicia es la facultad que tiene toda 

persona de acudir, en igualdad de condiciones, a los jueces y tribunales y, en este sentido, poner en marcha la actividad 

jurisdiccional del Estado, con el fin de obtener la protección de sus derechos sustanciales, con estricta sujeción a los 

procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las garantías previstas en las leyes –debido 

proceso–10. 

 

De conformidad con el mandato constitucional referido, la Corte Constitucional ha señalado que el Estado tiene tres 

obligaciones para que el acceso a la administración de justicia sea real y efectivo11: 

 

Obligación de respetar el derecho a la administración de justicia, que se traduce en que el Estado debe abstenerse de 

adoptar medidas que impidan o dificulten el acceso a la justicia, o que resulten discriminatorias respecto de ciertos grupos. 

 

Obligación de proteger, que consiste en que el Estado adopte medidas orientadas a que terceros no puedan interferir u 

obstaculizar el acceso a la administración de justicia. 

 

Obligación de realizar, que conlleva que el Estado debe facilitar las condiciones para el disfrute del derecho al acceso a la 

administración de justicia y hacer efectivo el goce del mismo. 

 

En cuanto a las obligaciones del Estado en materia de acceso a la administración de justicia, el artículo 25 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que “toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y 

rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen 

sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención (…)  y, en consecuencia, 

corresponde al Estado “garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya 

estimado procedente el recurso.” 

 

En la misma dirección, el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos prescribe que “Cada uno de los 

Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que: (…) Las autoridades competentes cumplirán toda 

decisión en que se haya estimado procedente el recurso.”. 

 

De igual manera, el cumplimiento de las providencias judiciales se erige como un componente del derecho fundamental al 

debido proceso, y así lo ha reconocido este Tribunal desde su jurisprudencia más temprana: 

 

                                                                                                                                                     
propósitos, sino porque en algunas ocasiones puede ser el único medio del que se dispone para evitar un perjuicio irremediable dada la clara 
vulneración o amenaza, no de cualquier derecho fundamental, sino de los derechos del accionante relativos a su subsistencia digna, y no para el cobro 
de cualquier acreencia sino tan sólo de aquéllas que son claras, expresas y exigibles y fueron contraídas directamente por el peticionario. Sobre el 
particular pueden consultarse, entre muchas otras, las sentencias T-553 de 1995 (MP Carlos Gaviria Díaz), T-971 de 2001 (MP Manuel José Cepeda 
Espinosa), T-445 de 2003 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-052 de 2003 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra), T-310 de 2012 (MP Jorge Iván 
Palacio Palacio), T-544 de 2013 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), T-157 de 2014 (MP María Victoria Calle Correa).  
8 Sentencia T-971 de 2001 (MP Manuel José Cepeda Espinosa). En esta oportunidad, la Sala Tercera de Revisión consideró que la acción de tutela no 
era la vía procedente para exigir el pago de deudas derivadas de contratos, en este caso de cesión de créditos.  
9 Sentencia T- 371-2016 
10 Cfr. sentencia C-426 de 2002, M.P.: Rodrigo Escobar Gil 
11 Sentencia T-443 de 2013, M.P.: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
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“La ejecución de las sentencias es una de las más importantes garantías de la existencia y funcionamiento del 

Estado social y democrático de Derecho (CP art. 1) que se traduce en la final sujeción de los ciudadanos y los 

poderes públicos a la Constitución. El incumplimiento de esta garantía por parte de uno de los órganos del poder 

público constituye un grave atentado al Estado de Derecho. 

 

“El sistema jurídico tiene previstos diversos mecanismos (CP arts. 86 a 89) para impedir su autodestrucción. Uno de 

ellos es el derecho fundamental al cumplimiento de las sentencias comprendido en el núcleo esencial del derecho a 

un debido proceso público sin dilaciones injustificadas consagrado en el artículo 29 de la Constitución (CP. 

Preámbulo, arts. 1, 2, 6, 29 y 86).”12 (Se subraya) 

 

En efecto, acudir a las autoridades jurisdiccional quedaría desprovisto de sentido si, luego de agotadas las etapas 

previstas para cada trámite y emitida la decisión que desata el litigio, la parte vencida pudiera deliberadamente hacer tabla 

rasa de lo resuelto o cumplirlo de forma tardía o defectuosa, comprometiendo el derecho al debido proceso de la parte 

vencedora y perpetuando indefinidamente la afectación a sus bienes jurídicos. La jurisprudencia constitucional ha 

sostenido sobre el particular que “incumplir la orden dada por el juez constitucional en un fallo de tutela es una conducta de 

suma gravedad, porque (i) prolonga la vulneración o amenaza de un derecho fundamental tutelado y (ii) constituye un 

nuevo agravio frente a los derechos fundamentales a un debido proceso y de acceso a la justicia.”13 

 

Bajo esa perspectiva, esta Corporación ha puesto de relieve que el derecho al acceso a la administración de justicia no se 

satisface sólo con la posibilidad de formular demandas ante tribunales competentes e imparciales, y que estos, a su vez, 

emitan decisiones definitivas en las cuales se resuelvan las controversias planteadas en relación con los derechos de las 

partes, sino que se requiere que la decisión adoptada se cumpla; es decir, que tenga eficacia y produzca los efectos a los 

que está destinada14. 

 

La razón de ser de ese atributo de eficacia que se predica de las decisiones judiciales está en la confianza depositada por 

los ciudadanos en el poder soberano del Estado a través del pacto político. A partir de ese momento, se espera que las 

autoridades legítimamente constituidas propendan por la efectividad de los derechos y velen por el mantenimiento del 

orden15, escenario en el cual la función estatal de administrar justicia ocupa un lugar preponderante. La resolución de los 

conflictos connaturales a la vida en sociedad queda así en manos de las autoridades jurisdiccionales, cuyas decisiones son 

imperativas al punto que, der ser preciso, es válido recurrir a la fuerza para propiciar la obediencia por parte de los 

asociados que muestren renuencia frente a ellas. 

 

De lo anterior se desprende que “al incumplir una orden emitida dentro de un fallo judicial, se vulnera directamente los 

derechos constitucionales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia de la persona a la cual resultó 

favorable la providencia.”16 

 

Así, el derecho de acceso a la administración de justicia no se circunscribe exclusivamente al ejercicio del derecho de 

acción, sino que está inescindiblemente vinculado al debido proceso y a la expectativa de las partes de que, una vez en 

firme, la decisión judicial que pone fin a una controversia se materialice en debida forma. Desconocer esta premisa básica 

implicaría soslayar el carácter vinculante y coercitivo de las providencias judiciales, en detrimento no solo de los derechos 

fundamentales, sino del orden constitucional vigente.17 

 

Del caso concreto  

 

Precisado lo anterior, del caudal probatorio allegado a la foliatura se colige, que la FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A. vocera del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

                                                 
12 Sentencia T-554 de 1992, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz 
13 Sentencia C-367 de 2014, M.P.: Mauricio González Cuervo 
14 Ibídem 
15 En nuestro ordenamiento, el artículo 2 de la Constitución prevé: “Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la 
integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y 
demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.” 
16 Sentencia T-216 de 2013, M.P.: Alexei Julio Estrada 
17 Sentencia SU-034-2018, M.P. Alberto Rojas Ríos 
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MAGISTERIO, vulneró el derecho fundamental de petición del señor LUIS BERNARDO GUTIERREZ 

OLAYA, pues la solicitud de cumplimiento de sentencia se radicó el 8 de mayo de 2023 y para la 

fecha de interposición de esta acción constitucional (1 de junio), habían transcurrido 17 días hábiles, 

sin que la accionada hubiese emitido una respuesta de trámite o de fondo, esto es, sin informarle al 

demandante por lo menos el trámite que se daría a su solicitud y el término en que se adoptaría la 

decisión de fondo en el evento de que no pudiese darse cumplimiento al fallo judicial en ese mismo 

pronunciamiento. 

 

De ahí se concluye protuberante la flagrante vulneración del derecho fundamental de petición, del 

demandante, como quiera que este espero el término que se ha establecido legal y 

constitucionalmente, para recibir una respuesta a su solicitud respetuosa del 8 de mayo de 2023, de 

cumplimiento de fallo judicial.  

 

Sin embargo, ahora, tenemos que en el transcurso del trámite constitucional la entidad accionada 

remitió al doctor LUIS BERNARDO GUTIERREZ OLAYA, la comunicación 20231082001430771 

calendada 6 de junio de 2023, a través de la cual se le informa que: “en atención a su solicitud radicado 

N° 20231011177122, al momento de iniciar el estudio del fallo judicial se observó en curso recurso de 

apelación sin resolver, por tanto, no fue posible realizar el estudio de fondo. Es necesario señora Aixa Edith 

Villalobos de González que para poder efectuar el estudio de su solicitud debe allegar las actuaciones 

desplegadas dentro del proceso ejecutivo posteriores al 7 de noviembre de 2019 al ente territorial.  

 

Con lo cual se evidencia que se atendió la solicitud del tutelante, no de fondo como este lo reclama, 

pero si se le informaron las razones por las cuales no era posible continuar con el estudio del fallo 

para su cumplimiento, como quiera que no cuentan con la decisión de segunda instancia, solicitándole 

al aquí demandate que aportara todas las actuaciones desplegadas dentro del proceso ejecutivo 

posteriores al 7 de noviembre de 2019 y que las radicara ante el ente territorial correspondiente, 

respuesta que le fue enviada a su correo electrónico, pues fue el mismo profesional el derecho quien 

puso en conocimiento de este Despacho de la contestación que obtuvo de Fiduprevisora S.A.  

 

Ahora bien, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sostenido que en aquellos eventos en los 

cuales la pretensión ha sido satisfecha, la acción de tutela pierde eficacia y, por ende, total 

justificación constitucional, debiéndose proceder a negar el amparo solicitado. Al respecto la sentencia 

T-495 de 2001, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil: 

 

“El objetivo de la acción de tutela, conforme al artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, al Decreto 

2591 de 1.991 y a la doctrina constitucional, es la protección efectiva y cierta del derecho constitucional 
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fundamental, presuntamente vulnerado o amenazado por la acción u omisión de una autoridad pública o de un 

particular en los casos expresamente señalados por la ley. 

 

“En virtud de lo anterior, la eficacia de la acción de tutela radica en el deber que tiene el juez, en caso de 

encontrar amenazado o vulnerado un derecho alegado, de impartir una orden de inmediato cumplimiento 

orientada a la defensa actual y cierta del derecho que se aduce. 

 

“No obstante lo anterior, si la situación de hecho que origina la violación o la amenaza ya ha sido superada en 

el sentido de que la pretensión erigida en defensa del derecho conculcado está siendo satisfecha, la acción de 

tutela pierde su eficacia y su razón de ser.”. 

 

Por todo, se negará el amparo del derecho fundamental de petición reclamado por el abogado LUIS 

BERNARDO GUTIERREZ OLAYA, por carencia actual de objeto por hecho superado, atendiendo que 

la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., en calidad de vocera del FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, emitió pronunciamiento a su solicitud del 8 de 

mayo de 2023, no de fondo, por no contar esa entidad con la decisión de segunda instancia, lo que le 

impidió continuar el estudio de la solicitud, lo cual no constituye vulneración al derecho reclamado, 

como quiera que debe la accionada contar con los insumos necesarios para acatar la orden judicial 

que se reclama, como es la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Cesar.  

 

Aunado a que la petición que le realizó FIDUPREVISORA S.A., al demandante, tendiente a que se 

alleguen las decisiones proferidas dentro del proceso ejecutivo, no constituye una carga excesiva para 

este, pero si un elemento vital y necesario para que se de cumplimiento al fallo judicial.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Décimo Penal del Circuito Especializado de Bogotá, 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Constitución, 

 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela del derecho fundamental de petición reclamado por LUIS 

BERNARDO GUTIERREZ OLAYA, identificado con cédula de ciudadanía número 12.194.053 y 

tarjeta profesional N° 119.417 del C.S.J., en nombre propio, contra la FIDUCIARIA LA PREVISORA 

S.A., vocera del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, por 

carencia actual de objeto por un hecho claramente superado. 

 

SEGUNDO: Notifíquese la presente decisión de conformidad con lo dispuesto en el artículo 30 del 

decreto 2591 de 1991. 
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TERCERO: Remítase la actuación original ante la Corte Constitucional para su eventual revisión, en 

caso de ser seleccionada y en el evento que no sea impugnada. 

 

NOTIFÌQUESE Y CÙMPLASE. 

 

MARTHA CECILIA ARTUNDUAGA GUARACA 

Juez 
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